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Bogotá D.C
 
 
CIRCULAR No 
 
 
PARA:           SUJETOS DE CONTROL Y VIGILANCIA DE LA CONTRALORIA GENERAL DE LA  REPÚBLICA 
 
DE:              CONTRALORA GENERAL DE LA REPÚBLICA
 
ASUNTO:      CONTRATOS DE PRESTACION DE SERVICIOS – RACIONALIZACION Y CONTROL FISCAL. 
 
FECHA:
 
 
Como es sabido, de conformidad con lo previsto en artículo 267 de la Constitución Política,  compete a la Contraloría General de la República  la vigilancia de la gestión pública  de la  administración y de los particulares o entidades que manejan fondos o bienes de la Nación. 
 
En ejercicio de tal atribución, conviene  recordar los parámetros generales que la racionalización del gasto público demanda en lo relativo a la suscripción de contratos de prestación de servicios,  toda vez que un desmedido aumento de dichos contratos podría en un momento dado implicar un traslado de la función pública a particulares, con desconocimiento de lo previsto  en el numeral 29 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, el cual califica como falta disciplinaria gravísima: 
 
29. Celebrar contrato de prestación de servicios cuyo objeto sea el cumplimiento de funciones públicas o administrativas que requieran dedicación de tiempo completo e impliquen subordinación y ausencia de autonomía respecto del contratista, salvo las excepciones legales.
 
 
En este sentido, es preciso tener en cuenta que el contrato de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión es un contrato estatal que presupone la contratación de una persona natural o jurídica  que por su experiencia y conocimiento está en capacidad para desarrollar una determinada labor encomendada. La Ley 80 de 1993  en el numeral 3º de su artículo 32 determinó que son contratos de prestación de servicios aquellos destinados al desarrollo de actividades  relacionadas con la administración y funcionamiento de la entidad, los cuales no generan relación laboral ni prestaciones sociales y su celebración es por el término estrictamente indispensable. 
 
En cualquiera de los eventos en que se presente la contratación por prestación de servicios deberán observarse los precisos parámetros definidos  en el artículo 1º del Decreto 2209 de 1998 según el cual para éste tipo de contrataciones  debe existir certificación del  jefe del organismo en que se dé cuenta de alguna de las siguientes situaciones: a) imposibilidad de atención de la actividad con personal de planta, b) cuando el desarrollo de la actividad  requiere grado de especialización y,  c)  cuando existiendo personal de planta éste no es suficiente.
 
Respecto de  la celebración del contrato como tal, es preciso tener en cuenta que de manera previa a la certificación  de la experiencia e  idoneidad del profesional que será contratado (art. 82 Decreto 2474/08), debe establecerse  de manera puntual la necesidad del servicio a satisfacer[1], enmarcada la misma al interior de proceso de planeación estratégica en el cual se defina  de manera precisa no solo dicha necesidad, sino también los recursos[2] con los cuales se cubrirán eventuales contrataciones, el plazo dentro del cual se habrá de producir dicha satisfacción[3] y los productos que se habrán de entregar[4].  Es precisamente en razón de lo anterior que el Decreto 2474 de 2008 establece en su artículo 3º los estudios  y documentos previos que han de anteceder a todo proceso contractual. 
 
No sobra recordar que preservación de  la autonomía e independencia del contratista  en la ejecución de la labor contractual es de vital importancia, toda vez que la exigencia de subordinación puede ser elemento indiciario importante para dar lugar a la configuración de un contrato laboral
 
Aún con el cumplimiento de los parámetros legales en mención, corresponde a las entidades estatales evaluar la conveniencia de cada contratación, con el fin de evitar aquel desplazamiento innecesario  de la función pública a particulares al cual nos referíamos más atrás, en desmedro de la gestión y funciones que son encomendadas al personal de planta de la entidad, de conformidad con sus respectivos manuales de funciones.
 
Al margen de las implicaciones disciplinarias que puede aparejar la constitución de las denominadas nóminas paralelas es preciso tener en cuenta que éste ente de control fiscal estará atento a evaluar la incidencia fiscal de los  referidos contratos de conformidad con los precisos lineamientos definidos en el artículo 65 de la Ley 80 de 1993 y decantados de conformidad con lo establecido por la Corte Constitucional en sentencia C-623 de 1999, en la cual se indicó que:  
 
El ejercicio del control fiscal sobre los contratos estatales, comienza desde el mismo momento en que la administración culmina todos los trámites administrativos de legalización de los mismos, es decir, cuando aquéllos han quedado perfeccionados, pues es a partir de allí cuando tales actos nacen a la vida jurídica y, por tanto, es viable el control posterior, como lo ordena la Constitución.
 
 
Cordial Saludo
 
 
 
 
 
SANDRA MORELLI RICO 
 


[1] Con indicación precisa de cuál es la necesidad insatisfecha, de cómo la inexistencia de personal en la  planta  o la ausencia de personal  suficiente afecta dicha satisfacción (si se invoca dicha causal, de conformidad con lo previsto en el decreto 2209/98 ya citado)  y de cómo el contrato cuya celebración se prevé dará satisfacción a la misma.

[2] El análisis de los recursos destinados  al pago de los honorarios debidos abarca no solo la fuente de los mismos sino la previsión  que el rubro presupuestal afectado, guarde coherencia con el objeto del contrato cuya celebración se prevé. Del mismo modo abarca el estudio que justifique de manera clara el monto que se ofrecerá como honorarios al contratista, basado en elementos objetivos corroborables. 

[3] Condición fundamental a tener en cuenta sobre el particular es que la contratación por contrato de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, se realiza durante un lapso previamente definido 

[4] Por supuesto, los productos se entregan deben haber sido previamente definidos en los estudios previos que soportan la contratación, en los cuales habrá de establecerse además cómo con los mismos se satisfacen las necesidades del servicio.  

